
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio diez de dos mil dieciséis
Expediente: 66001-22-13-000-2016-00580-00 
Acta N° 274 de junio 10 de 2016
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Adrián Felipe Luis Fernando Henao Osorio contra la Corporación Autónoma Regional de Risaralda CARDER.
ANTECEDENTES

Andrés Felipe Luis Fernando Henao Osorio, quien actúa por medio de apoderado judicial, promueve esta acción de tutela frente a la Corporación Autónoma Regional de Risaralda CARDER, en procura de la protección de los derechos constitucionales fundamentales “al TRABAJO, la SALUD, a la SEGURIDAD SOCIAL y al MINIMO (sic) VITAL”, que estima trasgredidos por la citada entidad.

Expuso, en resumen, que ha laborado por más de 30 años en diferentes modalidades y cotiza para pensión al fondo Protección Pensiones y Cesantías; mediante Resolución No. 0961 del 10 de mayo de 2013 expedida por la CARDER, fue nombrado en el cargo de profesional especializado, código 2028, grado 20, empleo de libre nombramiento y remoción; como se encuentra afiliado a un fondo privado, se pensiona al momento de tener un capital mínimo en la cuenta de ahorro individual y tener la edad para solicitar dicha subvención, y se encuentra cerca de alcanzar los requisitos mínimos para tal evento; mediante Resolución 00675 del 8 de marzo de 2016, expedida por el director encargado de la Corporación Autónoma Regional, fue declarado insubsistente con efectos a partir del 8 de abril siguiente; al momento de surtirse esa situación se encontraba próximo a cumplir 61 años de vida, es decir, no se tuvo en cuenta la estabilidad laboral reforzada de que goza, al faltarle menos de 3 años para llegar a la pensión de vejez; agrega que era obligación del director de la CARDER motivar la declaratoria de insubsistencia, para lo cual trajo a colación apartes jurisprudenciales; además, que la pérdida del empleo lo ha puesto en una situación crítica, pues no tiene en su haber ingresos o un capital que le permita mantener su ritmo de vida, tiene a cargo a su progenitora que supera los 80 años de edad, él mismo es una persona de la tercera edad  y su derecho pensional se ve frustrado si no conserva el empleo, tanto más ante la complejidad de conseguir alguno, dada su edad y la carencia de ofertas relacionadas con su profesión. Terminó reclamando respecto por el principio de igualdad y por la estabilidad laboral reforzada.
Con la demanda aportó, entre otros documentos, copias de la cédula de ciudadanía, del acta de posesión, de la  resolución de insubsistencia y certificados de información laboral.
Se dio a la acción el impulso de rigor, se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa y se negó la medida provisional.
Intervino la entidad por conducto de apoderado judicial, quien expuso que el demandante se encontraba en un cargo de libre nombramiento y remoción; la CARDER no se está en proceso de modernización; la declaratoria de insubsistencia es procedente sin motivación y la acción se torna improcedente para anular o revocar un acto administrativo. Señaló que el demandante es ajeno al beneficio del retén social en la modalidad de pre-pensionado, tal como se evidencia con los soportes documentales traídos con la demanda, pues carece del capital requerido para acceder a la pensión de jubilación; no demostró tampoco la afectación al mínimo vital, además de que le fueron reconocidas y pagadas prestaciones sociales por valor de $11’582.070,oo sin que se le hubiere efectuado algún descuento sobre dicha suma. Por tanto, solicitó que se niegue la acción. 
CONSIDERACIONES
El constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

   



Sin embargo, desde los albores de la vigencia del Decreto 2591 de 1991, expedido a la luz del artículo 86 de la Carta Política, se discernió sobre las causales de improcedibilidad de ese mecanismo y con toda precisión en su artículo 6° se señaló que la acción de tutela no procederá, entre otras causas, “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquellos se utilicen como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable…”. 

  



Si ello es así, es claro que la resolución número 00675 del 8 de abril de 2016, expedida por el director encargado de la CARDER “Por la cual se declara insubsistente un Nombramiento” respecto del accionante, reviste o se enmarca dentro de tal circunstancia, si bien, en el caso concreto, el interesado tiene a su alcance tal remedio judicial. En efecto, como lo que discute es el unilateral actuar del ente gubernamental por el rompimiento de su relación laboral, tiene expedito el camino judicial con el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho pertinente ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase de garantías para remediar lo que se considera como una posición equivocada de la entidad demandada.

  



Y es que reservada esta clase de debates al juez natural, por la connotación propia que un asunto de esta estirpe implica, le está vedado al constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de la acción de tutela, como lo alega la accionada.  Sobre el particular tiene señalado la Corte Constitucional
 que: 

La acción constitucional consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, se caracteriza por ser una acción preferente y sumaria que busca evitar de manera inmediata la amenaza o vulneración de un derecho fundamental. Además su procedencia se circunscribe a la condición de que no existan otros medios ordinarios a través de los cuales se pueda invocar la protección del derecho en cuestión o que existiendo esta vía jurídica carezca de idoneidad para evitar la configuración de un perjuicio irremediable.

 

En el caso específico de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular, se ha predicado por regla general su improcedencia a no ser que se invoque para evitar la configuración de un perjuicio irremediable. Ello, por cuanto el interesado puede ejercer las acciones de nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo y, como medida preventiva solicitar dentro de ésta, la suspensión del acto que causa la transgresión.” 
.

En orden a lo cual se tiene que la valoración respecto del acto emitido por la accionada no es propia del juez de tutela, sino del juez administrativo correspondiente. Y por esa misma senda, cae de su propio peso, la expedición de una orden tendiente al pago de salarios y otras prestaciones dejadas de percibir, en criterio del actor.
  



Por otra parte, si se llegara a entender que la acción se promueve como mecanismo transitorio para evitar el perjuicio irremediable al que alude el demandante en su escrito, basta decir que este se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional
, condiciones todas que el actor debe probar. Mas, en este caso, ninguna de tales circunstancias está acreditada. No basta con hacer una mención de situaciones, sin que de por medio, existan verdaderos y certeros elementos que permitan deducir razonadamente, la necesidad de que el juez constitucional intervenga para remediarlas, y no lo puede ser el solo hecho de anunciar la expectativa en el logro de una eventual prestación que se vería cercenada, tanto más cuando se informó sobre el pago de una suma de dinero por motivo del retiro laboral (f. 179 y 180).
   



Ahora, en cuanto a lo que entre líneas se aduce acerca de la falta de motivación del acto por medio del cual se declaró la respectiva insubsistencia, baste decir que atendiendo la naturaleza jurídica de la relación con un empleado de libre nombramiento y remoción, existe en el  nominador plena facultad para  determinar la estabilidad del servidor en forma discrecional y, por ello, no le es exigible la circunstancia de la que se duele el accionante. Sobre ello también ha razonado la Corte y ha afirmado que:

 


(…) En principio, todos los actos administrativos por medio de los cuales se desvincula a una persona de su cargo deben motivarse. Sin embargo, la jurisprudencia de esta Corporación ha reconocido que la exigencia de motivar los actos administrativos, en cuanto al retiro del servicio, admite excepciones, una de las cuales es, justamente, la relativa a los cargos de libre nombramiento y remoción, en tanto que, la declaratoria de insubsistencia (decreto 1950 de 1973, artículo 107) responde a la facultad discrecional que tiene el Gobierno de nombrar y remover libremente sus empleados. 

  


En atención a lo expuesto, es claro que los actos de desvinculación de los funcionarios de libre nombramiento y remoción no necesitan de motivación, en la medida en que la provisión de dichos empleos supone la escogencia de quien va a ocupar el cargo por motivos personales o de confianza. En consecuencia, la no motivación de estos actos es una excepción al principio general de publicidad, sin que con ello se vulnere ningún derecho fundamental.”

  



Finalmente, si bien es cierto que la misma Corporación ha hecho alusión a la obligatoriedad de motivación del acto, también lo es que, las líneas jurisprudenciales que le sirven de apoyo tienen estrecha relación con aquellas personas que hacen parte del engranaje del denominado retén social, como quiera que el Gobierno Nacional, en pro de brindar las garantías que hacen parte de los fines esenciales del Estado y satisfacer los principios que gobiernan la función pública, estableció un proceso de renovación de las entidades que integran la Rama Ejecutiva del poder público y con la ley 790 de 2002 dispuso liquidar y fusionar algunas entidades, lo que originó una reestructuración en sus plantas de personal y la finalización de lazos laborales con algunos empelados, con el objetivo de  asegurar firmeza económica. Es así como se ideó ese mecanismo, en virtud del cual los servidores que se hallaban en situaciones especiales, por condiciones de debilidad manifiesta, no fueran despojados de su garantía laboral, por ser titulares de una protección reforzada. En su artículo 12 se dispuso:
  


De conformidad con la reglamentación que establezca el Gobierno Nacional, no podrán ser retirados del servicio en el desarrollo del Programa de Renovación de la Administración Pública las madres cabeza de familia sin alternativa económica, las personas con limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que cumplan con la totalidad de los requisitos, edad y tiempo de servicio, para disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez en el término de tres (3) años contados a partir de la promulgación de la presente ley.

  



De donde se infiere que la cuestión iba dirigida de manera particular y específica frente a aquellos empleados afectados por la reestructuración del caso, para no perjudicar a los cesantes de las entidades sujetas al cambio y protegerlos a la luz de la Constitución Nacional, y el caso que ocupa nuestra atención, no está enmarcado dentro de dicha situación, como que la misma tiene aplicación en lo relacionado, se insiste, con el programa de renovación de la administración pública:

 


(…) No obstante el fundamento constitucional del retén social, su concreción práctica no se aplica de forma irrestricta o ilimitada; la misma sigue los parámetros que, en ejercicio de su libertad de configuración, han sido dados por el legislador. En este sentido, y para los casos que ahora nos ocupan, se concluye que el retén social guarda una esencial relación con la aplicación del PRAP, en cuanto los servidores de entidades liquidadas en desarrollo del mismo deberán ser beneficiarios de dicha protección reforzada.

  



Así que el demandante está al margen de los beneficios del retén social, ya que la Corporación Autónoma Regional de Risaralda no es una de aquellas entidades sujetas a un proceso de reestructuración que haga necesario, en virtud de la sostenibilidad financiera, retirar del servicio a sus funcionarios. El acto administrativo demandado por medio del cual se declaró insubsistente el nombramiento del actor, fue proferido por su director general encargado, en uso de las facultades discrecionales otorgadas por el sistema normativo en aras de garantizar la debida prestación del servicio público. Es más, la entidad demandada tampoco hace parte de las entidades de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, ya que es un ente autónomo que ejerce las funciones otorgadas por el ordenamiento jurídico de manera independiente en virtud de los mandatos del Estado de Derecho.
  



Por las razones expuestas, entonces, se declarará la improcedencia de la demanda.
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Adrián Felipe Luis Fernando Henao Osorio, contra la Corporación Autónoma Regional de Risaralda CARDER.
  



Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Una vez regrese el expediente, archívese sin más trámite si no hay impugnación o revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
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